
 
 

Bogotá D.C., Septiembre de 2026 

Doctor​
MIGUEL ÁNGEL SÁNCHEZ VÁSQUEZ​
SECRETARIO GENERAL ​
Honorable Cámara de Representantes​
Ciudad. 

 

REF: RADICACIÓN PROYECTO DE LEY N°__ DE 2026 CÁMARA “POR MEDIO 
DE LA CUAL SE CREA LA ESTRATEGIA REGIONAL CARIBE SOLAR, SE 
ESTABLECEN MEDIDAS PARA LA ARTICULACIÓN TERRITORIAL DE LA 
TRANSICIÓN ENERGÉTICA JUSTA EN LA REGIÓN CARIBE Y SE DICTAN OTRAS 
DISPOSICIONES” 

En mi condición de miembro del Congreso de la República y en uso del derecho 
consagrado en el artículo 150 de la Constitución Política de Colombia, por su digno y 
regular conducto me permito poner a consideración de la Honorable Cámara de 
Representantes el siguiente proyecto de Ley “POR MEDIO DE LA CUAL SE CREA “LA 
ESTRATEGIA REGIONAL CARIBE SOLAR”, SE ESTABLECEN MEDIDAS PARA LA 
ARTICULACIÓN TERRITORIAL DE LA TRANSICIÓN ENERGÉTICA JUSTA EN LA 
REGIÓN CARIBE Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”, para lo cual, me permito 
adjuntar copia física y digital del proyecto de ley en cuestión. 

 

Cordialmente,  

 
 

JULIANA ARAY FRANCO  
Representante a la Cámara 
Departamento de Bolívar 
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PROYECTO DE LEY NÚMERO ____ DE 2026 CÁMARA 

Por medio de la cual se crea la Estrategia Regional Caribe Solar, se establecen medidas 
para la articulación territorial de la transición energética justa en la Región Caribe y se 

dictan otras disposiciones 

El Congreso de Colombia 

 

DECRETA 

CAPÍTULO I​
DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1. Objeto. La presente ley tiene por objeto crear la “Estrategia Regional 
Caribe Solar” como instrumento de articulación, focalización y concurrencia de 
políticas, programas, recursos y proyectos de generación distribuida, autogeneración, 
almacenamiento y eficiencia energética que se desarrollen en la Región Caribe, de 
conformidad con la Constitución, la ley y la regulación vigente.​
​
La Estrategia complementará territorialmente el Programa Colombia Solar y los demás 
instrumentos nacionales de transición energética, con el propósito de contribuir a 
reducir la pobreza energética, mejorar la resiliencia, calidad y continuidad del servicio, 
disminuir el consumo de energía proveniente de la red, reducir la exposición de los 
usuarios a los costos de la energía y fortalecer los servicios sociales y las actividades 
productivas de la región.​
​
Parágrafo. Las medidas previstas en esta ley no constituyen, por sí mismas, 
modificación de tarifas, creación de subsidios, reconocimiento de derechos automáticos 
a financiación ni alteración de las competencias regulatorias de las autoridades del 
sector eléctrico. 

La Estrategia Regional Caribe Solar complementará territorialmente el Programa 
Colombia Solar y los demás instrumentos nacionales de transición energética, con el 
propósito de reducir la pobreza energética, mejorar la calidad y continuidad del 
servicio, disminuir los costos asociados al consumo de energía, fortalecer la 
infraestructura social y promover el desarrollo productivo sostenible de la región. 

Artículo 2. Denominación. La presente ley podrá ser citada como la Ley 
ESTRATEGIA REGIONAL CARIBE SOLAR.  
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Artículo 3. Finalidades. La Estrategia Regional Caribe Solar tendrá las siguientes 
finalidades: 

1. Promover el aprovechamiento sostenible del potencial solar de la Región Caribe. 

2. Contribuir a la reducción de la pobreza energética y de las brechas territoriales en 
el acceso a energía confiable, asequible y sostenible. 

3. Articular territorialmente el Programa Colombia Solar y los demás instrumentos 
nacionales relacionados con autogeneración, generación distribuida, 
comunidades energéticas y eficiencia energética. 

4. Promover soluciones energéticas para instituciones educativas oficiales, hospitales 
y centros de salud públicos, acueductos, sistemas de bombeo y tratamiento de 
agua, edificaciones públicas y equipamientos comunitarios. 

5. Facilitar el acceso de comunidades rurales, pueblos étnicos, municipios PDET y 
territorios con deficiencias en calidad o continuidad del servicio a soluciones 
energéticas sostenibles. 

6. Impulsar el uso de energía solar en actividades agropecuarias, pesqueras, 
comerciales, turísticas, industriales, artesanales y de economía popular. 

7. Promover la disminución del consumo de energía proveniente de la red, la 
reducción de emisiones y el uso eficiente de los recursos públicos. 

8. Fortalecer la participación comunitaria, la formación técnica regional y la 
generación de capacidades locales para la operación y mantenimiento de los 
proyectos.​
9. Contribuir a la resiliencia energética de los hogares, servicios esenciales y 
unidades productivas frente a condiciones climáticas que puedan incrementar la 
demanda de energía o afectar la disponibilidad de recursos hídricos, incluido el 
Fenómeno de El Niño, de acuerdo con la información oficial disponible. 

Artículo 4. Ámbito territorial. La presente ley se aplicará en los departamentos de 
Atlántico, Bolívar, Cesar, Córdoba, La Guajira, Magdalena, Sucre y el Archipiélago de 
San Andrés, Providencia y Santa Catalina. 

La focalización de las inversiones dentro de la región se realizará mediante 
criterios técnicos, sociales, económicos, ambientales, energéticos y territoriales, sin que 
la sola ubicación geográfica genere un derecho automático a financiación o a la 
asignación de recursos. 

Artículo 5. Definiciones. Para efectos de la presente ley se adoptan las siguientes 
definiciones: 
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1. Autogeneración. Actividad mediante la cual una persona natural o jurídica produce 
energía eléctrica principalmente para atender sus propias necesidades, de 
acuerdo con la legislación y regulación vigente. 

2. Generación distribuida. Producción de energía eléctrica realizada cerca de los 
centros de consumo y conectada a un sistema de distribución, conforme a la 
regulación aplicable. 

3. Comunidad energética. Organización de usuarios o potenciales usuarios de 
servicios energéticos que participa en actividades de generación, 
comercialización, uso eficiente o gestión de energía mediante fuentes no 
convencionales de energía renovable y recursos energéticos distribuidos, de 
acuerdo con la normativa vigente. 

4. Infraestructura social energética. Conjunto de sistemas de generación, 
almacenamiento, medición, conexión y eficiencia energética destinados a atender 
instituciones educativas, establecimientos de salud, acueductos, equipamientos 
comunitarios y edificaciones públicas. 

5. Pobreza energética. Situación en la que un hogar, comunidad o territorio no 
dispone de servicios energéticos suficientes, confiables, continuos, seguros o 
asequibles para satisfacer sus necesidades esenciales. 

6. Solución energética sostenible. Sistema individual, colectivo o comunitario de 
generación, almacenamiento, gestión o eficiencia energética que cumple las 
condiciones técnicas, ambientales, financieras y operativas para funcionar 
durante su vida útil. 

7. Unidad productiva. Persona natural o jurídica, organización comunitaria, 
asociación, cooperativa o unidad de economía popular que desarrolla una 
actividad económica lícita y puede utilizar energía renovable para mejorar su 
productividad, sostenibilidad o competitividad. 

8. Microempresa. Unidad económica que cumpla los criterios legales vigentes para su 
clasificación como microempresa. 

9. Tendero o comerciante de barrio. Persona natural o jurídica que desarrolla una 
actividad comercial de pequeña escala, especialmente de venta minorista de 
bienes de consumo, en establecimientos de proximidad o de barrio, sin perjuicio de 
la clasificación legal que corresponda. 

Artículo 6. Principios. La interpretación e implementación de la presente ley se 
regirá por los siguientes principios: 
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1. Igualdad material y enfoque territorial. Las intervenciones reconocerán las 
diferencias climáticas, sociales, económicas, energéticas y geográficas de la 
Región Caribe, con el fin de adoptar medidas proporcionales a sus necesidades. 

2. Equidad energética. Las inversiones priorizarán a las personas, comunidades y 
territorios que enfrenten mayores dificultades para acceder a energía suficiente, 
confiable y asequible. 

3. Seguridad y confiabilidad energética. Los proyectos contribuirán a mejorar la 
continuidad, resiliencia y calidad del abastecimiento energético regional. 

4. Transición energética justa. La transformación del sistema energético deberá 
producir beneficios sociales, ambientales, laborales y productivos para las 
comunidades. 

5. Eficiencia energética. Las soluciones promoverán el uso racional de la energía, la 
reducción de pérdidas y la incorporación de equipos y tecnologías eficientes. 

6. Sostenibilidad ambiental. Los proyectos deberán prevenir, mitigar y compensar sus 
impactos ambientales y contemplar la gestión de los equipos al finalizar su vida 
útil. 

7. Progresividad. La implementación se adelantará gradualmente, de acuerdo con la 
disponibilidad de recursos, la viabilidad técnica y la capacidad institucional. 

8. Sostenibilidad fiscal. Las medidas previstas en esta ley deberán guardar 
consistencia con el Marco Fiscal de Mediano Plazo, el Marco de Gasto de Mediano 
Plazo y las disponibilidades presupuestales de cada vigencia. 

9. Coordinación y concurrencia. La Nación y las entidades territoriales podrán 
articular competencias y recursos, sin afectar su autonomía. 

10. Participación comunitaria. Las comunidades podrán intervenir en la identificación, 
formulación, ejecución, seguimiento y sostenibilidad de los proyectos. 

11. Transparencia y trazabilidad. La información sobre recursos, beneficiarios, 
contratistas, capacidad instalada, ejecución y resultados será pública, salvo 
aquella sometida a reserva legal. 

12. Neutralidad tecnológica y costo eficiencia. Las soluciones se seleccionarán 
mediante criterios técnicos, económicos, ambientales y de sostenibilidad, sin 
perjuicio de la prioridad otorgada al aprovechamiento de la energía solar. 

 

CAPÍTULO II​
ESTRATEGIA REGIONAL CARIBE SOLAR 
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Artículo 7. Creación de la Estrategia Regional Caribe Solar. Créase la Estrategia 
Regional Caribe Solar como instrumento de política pública para coordinar y focalizar 
en la Región Caribe las inversiones relacionadas con generación distribuida, 
autogeneración, comunidades energéticas, almacenamiento y eficiencia energética. 

La Estrategia no implicará la creación de una nueva entidad, fondo, unidad 
administrativa o estructura burocrática. Su coordinación estará a cargo del Ministerio 
de Minas y Energía, dentro del ámbito de sus competencias y con el apoyo técnico de la 
Unidad de Planeación Minero Energética. 

Artículo 8. Articulación con el Programa Colombia Solar. La Estrategia Regional 
Caribe Solar se articulará con el Programa Colombia Solar creado mediante el Decreto 
0972 de 2025, con la Resolución 40159 de 2026, modificada por la Resolución 40346 
de 2026, y con las normas que las modifiquen, adicionen o sustituyan. 

En el componente residencial no se crearán mecanismos paralelos de focalización, 
contratación, propiedad, operación, mantenimiento, medición o facturación que 
resulten incompatibles con la regulación del Programa Colombia Solar. 

Los hogares de la Región Caribe beneficiados por el Programa Colombia Solar 
podrán contabilizarse dentro de las metas regionales de la Estrategia Caribe Solar, sin 
que ello implique doble asignación de recursos o beneficios. 

Parágrafo 1. La reglamentación aplicable a los usuarios de las Zonas No 
Interconectadas será observada en la implementación de la Estrategia, una vez sea 
expedida por la autoridad competente. 

Parágrafo 2. La inclusión de una persona o territorio dentro de las metas o 
instrumentos de planeación de Caribe Solar no generará por sí misma un derecho 
adquirido a recibir financiación, equipos, subsidios o infraestructura. 

Artículo 9. Complementariedad y prohibición de duplicidad. Las entidades 
responsables deberán verificar, antes de aprobar o financiar un proyecto, que este no 
duplique inversiones, beneficiarios, activos o actividades financiadas por Colombia 
Solar, FENOGE, FONENERGÍA, el Sistema General de Regalías, las entidades 
territoriales u otros programas públicos. 

Cuando un proyecto complemente una intervención existente, deberá identificarse 
la fuente de financiación de cada componente, la entidad responsable, los activos 
involucrados y los resultados adicionales esperados. 
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Artículo 10. Componentes. La Estrategia Regional Caribe Solar estará integrada 
por los siguientes componentes: 

   1. Caribe Solar Hogares. 

2. Caribe Solar Educación. 

3. Caribe Solar Salud. 

4. Caribe Solar Agua. 

5. Caribe Solar Público. 

6. Caribe Solar Comunidades Energéticas. 

7. Caribe Solar Rural y Étnico. 

8. Caribe Solar para la Economía Popular y las Microempresas. 

CAPÍTULO III​
COMPONENTES DE LA ESTRATEGIA 

Artículo 11. Caribe Solar Hogares. El componente Caribe Solar Hogares articulará 
y territorializará en la Región Caribe las intervenciones dirigidas a usuarios 
residenciales de estratos 1, 2 y 3, de conformidad con el Programa Colombia Solar y la 
regulación vigente. 

Además de los criterios nacionales, la planeación regional podrá considerar las 
condiciones climáticas, las temperaturas promedio, el costo relativo de la energía, la 
calidad y continuidad del servicio, la pobreza energética, la ruralidad, el potencial solar 
y la proporción de ingresos destinada al pago de la factura. 

La implementación de este componente respetará las reglas vigentes sobre 
propiedad, administración, operación, mantenimiento, medición, facturación, subsidios 
y sostenibilidad de los activos. 

Artículo 12. Caribe Solar Educación. El componente Caribe Solar Educación 
promoverá soluciones de autogeneración, almacenamiento y eficiencia energética en 
instituciones educativas oficiales, sedes rurales, internados, centros de formación 
técnica y demás establecimientos públicos de educación ubicados en la Región Caribe. 

Las soluciones podrán apoyar la climatización eficiente de aulas, la conectividad, el 
funcionamiento de laboratorios, la alimentación escolar, la iluminación, la refrigeración 
y otras necesidades asociadas con la prestación del servicio educativo. 
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El Ministerio de Educación Nacional y las entidades territoriales certificadas podrán 
concurrir en la estructuración y financiación de los proyectos, de acuerdo con sus 
competencias y disponibilidades presupuestales. 

Artículo 13. Caribe Solar Salud. El componente Caribe Solar Salud promoverá 
soluciones energéticas sostenibles para hospitales públicos, centros y puestos de 
salud, unidades de atención primaria y demás infraestructura pública sanitaria de la 
Región Caribe. 

La priorización tendrá en cuenta la continuidad requerida para la prestación de los 
servicios, la conservación de medicamentos y vacunas, la climatización de espacios 
asistenciales, el funcionamiento de equipos médicos y las condiciones de 
vulnerabilidad de la población atendida. 

El Ministerio de Salud y Protección Social y las entidades territoriales podrán 
concurrir en la estructuración y financiación de los proyectos, dentro del ámbito de sus 
competencias. 

Artículo 14. Caribe Solar Agua. El componente Caribe Solar Agua promoverá el 
uso de energía solar y de tecnologías eficientes en sistemas de captación, bombeo, 
potabilización, almacenamiento, distribución y tratamiento de agua, especialmente en 
zonas rurales, insulares y municipios con dificultades de abastecimiento. 

Las intervenciones deberán acreditar su articulación con los instrumentos de 
planeación del sector de agua potable y saneamiento básico, así como la sostenibilidad 
técnica, administrativa y financiera de su operación. 

Artículo 15. Caribe Solar Público. El componente Caribe Solar Público promoverá 
la instalación de soluciones de autogeneración y eficiencia energética en edificaciones 
públicas, plazas de mercado, centros comunitarios, escenarios deportivos, casas de 
cultura y demás equipamientos de uso colectivo. 

Los ahorros obtenidos podrán destinarse, de acuerdo con las normas 
presupuestales aplicables, al fortalecimiento de la prestación del servicio o actividad 
pública beneficiada y al mantenimiento de los sistemas instalados. 

Artículo 16. Caribe Solar Comunidades Energéticas. El componente Caribe Solar 
Comunidades Energéticas fomentará la organización y participación de comunidades 
urbanas y rurales en proyectos de generación, autogeneración colectiva, 
almacenamiento y uso eficiente de la energía. 
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Los proyectos deberán cumplir la legislación y regulación aplicable a las 
comunidades energéticas, garantizar reglas transparentes de participación y 
distribución de beneficios y contar con un esquema de administración, operación y 
mantenimiento durante la vida útil de la infraestructura. 

Artículo 17. Caribe Solar Rural y Étnico. El componente Caribe Solar Rural y Étnico 
promoverá soluciones energéticas sostenibles en zonas rurales dispersas, municipios 
PDET, territorios insulares y territorios de pueblos indígenas, comunidades negras, 
afrocolombianas, raizales, palenqueras y demás grupos étnicos. 

Las intervenciones deberán incorporar enfoques diferenciales, respetar la 
autonomía y las formas organizativas propias y garantizar la consulta previa cuando 
se configuren los presupuestos constitucionales y legales para su realización. 

Artículo 18. Caribe Solar para la Economía Popular y las Microempresas. El 
componente promoverá el acceso a soluciones de autogeneración, generación 
distribuida, almacenamiento y eficiencia energética para tenderos, tiendas de barrio, 
microempresas, unidades productivas familiares, organizaciones de economía popular, 
asociaciones, cooperativas y demás pequeñas unidades económicas que desarrollen 
actividades lícitas en la Región Caribe. 

Las soluciones podrán orientarse, entre otros usos, a la refrigeración y conservación de 
alimentos, cadena de frío, climatización y ventilación eficientes, iluminación, equipos 
productivos, sistemas de bombeo, conservación de productos y demás actividades 
necesarias para el funcionamiento y fortalecimiento de las unidades productivas.​
​
Podrán priorizarse proyectos individuales, asociativos, comunitarios o colectivos que 
permitan disminuir el consumo de energía proveniente de la red, reducir costos de 
operación, mejorar la productividad, fortalecer la permanencia de pequeños 
establecimientos comerciales y proteger o generar empleo local. 

La selección tendrá en cuenta, entre otros, la incidencia del costo de la energía en los 
costos de operación, el ahorro energético esperado, la vulnerabilidad climática, la 
pobreza energética, la viabilidad técnica y financiera, la capacidad de operación y 
mantenimiento y el impacto productivo. 

Los proyectos deberán cumplir las reglas vigentes sobre conexión, medición, 
autogeneración, generación distribuida, entrega de excedentes y demás materias 
regulatorias.​
​
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Parágrafo. El Ministerio de Minas y Energía promoverá, dentro de sus competencias, la 
articulación con entidades nacionales y territoriales, organizaciones de economía 
popular, asociaciones de comerciantes, cámaras de comercio, cooperativas, entidades 
financieras, empresas de servicios públicos y demás actores que puedan contribuir a la 
estructuración y sostenibilidad de estas soluciones. 

Podrán priorizarse proyectos relacionados con: 

1. Bombeo y uso eficiente del agua. 

2. Distritos y sistemas de riego. 

3. Refrigeración y cadenas de frío. 

4. Transformación y conservación de alimentos. 

5. Centros de acopio. 

6. Procesos agroindustriales. 

7. Comercio popular y plazas de mercado. 

8. Actividades turísticas comunitarias. 

9. Sustitución de fuentes contaminantes o de alto costo. 

10. Proyectos asociativos que generen empleo e ingresos locales. 

11. Tenderos, tiendas de barrio y microempresas. 

La selección deberá considerar la viabilidad productiva, la sostenibilidad financiera, la 
generación de empleo, el ahorro energético esperado y la capacidad de operación y 
mantenimiento. 

CAPÍTULO IV​
PLANEACIÓN Y FOCALIZACIÓN 

Artículo 19. Plan Quinquenal Caribe Solar. El Ministerio de Minas y Energía, con el 
apoyo técnico de la Unidad de Planeación Minero Energética y en coordinación con los 
sectores y entidades competentes, adoptará un Plan Quinquenal indicativo de la 
Estrategia Regional Caribe Solar. 

El Plan podrá contener, entre otros, los siguientes elementos: 

1. Diagnóstico de pobreza energética y brechas de calidad y continuidad. 

2. Identificación del potencial de generación solar. 

3. Metas indicativas de capacidad instalada. 

4. Número estimado de hogares, instituciones, acueductos, comunidades y unidades 
productivas por atender. 
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5. Municipios y zonas susceptibles de priorización. 

6. Reducción estimada del consumo proveniente de la red. 

7. Ahorro energético y económico esperado. 

8. Reducción estimada de emisiones. 

9. Necesidades de almacenamiento, respaldo e infraestructura de conexión. 

10. Fuentes potenciales de financiación. 

11. Indicadores de ejecución y resultados. 

12. Medidas para fortalecer capacidades técnicas y laborales locales. 

Parágrafo. Las metas del Plan serán indicativas y estarán sujetas a la viabilidad 
técnica, ambiental, fiscal y presupuestal de los proyectos. 

Artículo 20. Criterios de focalización territorial. La priorización de proyectos 
dentro de la Región Caribe podrá considerar, entre otros, los siguientes criterios: 

1. Índice de Pobreza Multidimensional. 

2. Índice de Pobreza Energética Multidimensional. 

3. Costo del servicio de energía frente al ingreso de los usuarios. 

4. Temperatura promedio y necesidades esenciales de refrigeración o climatización. 

5. Potencial de radiación solar. 

6. Calidad y continuidad del servicio. 

7. Ruralidad y dispersión poblacional. 

8. Pertenencia étnica. 

9. Condición de municipio PDET. 

10. Déficit de cobertura energética. 

11. Importancia del servicio público o actividad social beneficiada. 

12. Reducción esperada de costos energéticos. 

13. Impacto productivo y generación de empleo. 

14. Capacidad institucional y comunitaria para operar y mantener los sistemas. 

15. Madurez técnica y posibilidad real de ejecución del proyecto. 

16. Sostenibilidad ambiental y manejo de equipos al finalizar su vida útil. 

Las metodologías de priorización deberán ser públicas, verificables y sustentadas 
en información oficial. 
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Artículo 21. Priorización de proyectos maduros. Las entidades que participen en 
la financiación de Caribe Solar procurarán priorizar proyectos que cuenten con 
estudios, diseños, disponibilidad del inmueble, análisis de conexión, permisos, esquema 
de operación y mantenimiento, presupuesto, cronograma y demás requisitos 
necesarios para iniciar su ejecución. 

La priorización de proyectos maduros no impedirá destinar recursos a la 
estructuración técnica de iniciativas en municipios con menor capacidad institucional. 

Artículo 22. Participación territorial. Los departamentos, distritos y municipios de 
la Región Caribe podrán presentar proyectos, aportar información, concurrir con 
recursos y participar en los mecanismos de seguimiento de la Estrategia. 

La concurrencia territorial será voluntaria y no implicará la imposición de obligaciones 
presupuestales no previstas en la Constitución o la ley. 

CAPÍTULO V​
COORDINACIÓN Y SEGUIMIENTO 

Artículo 23. Coordinación intersectorial. El Ministerio de Minas y Energía 
coordinará la Estrategia Regional Caribe Solar con los ministerios y entidades 
competentes en educación, salud, vivienda, agua, agricultura, ambiente, comercio, 
tecnologías de la información, planeación y desarrollo territorial. 

La coordinación se realizará mediante las instancias existentes y no implicará la 
creación de una nueva estructura administrativa. 

Podrán participar representantes de las entidades territoriales, organizaciones 
comunitarias, pueblos étnicos, universidades, gremios, empresas de servicios públicos 
y sectores productivos, de acuerdo con la naturaleza de los proyectos. 

Artículo 24. Competencias regulatorias. La presente ley no modifica las 
competencias asignadas a la Comisión de Regulación de Energía y Gas, a la 
Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, a la Unidad de Planeación Minero 
Energética ni a las demás autoridades del sector. 

La medición, conexión, facturación, comercialización, entrega de excedentes, calidad 
del servicio y demás materias regulatorias se regirán por las Leyes 142 y 143 de 1994, 
la Ley 1715 de 2014, la Ley 2099 de 2021 y las normas que las modifiquen, adicionen 
o sustituyan. 
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Artículo 25. Sistema público de información. El Ministerio de Minas y Energía 
podrá integrar la información de Caribe Solar en los sistemas de información 
existentes. 

La información pública deberá permitir identificar, como mínimo: 

1. Departamento y municipio de ejecución. 

2. Entidad responsable. 

3. Componente de la Estrategia. 

4. Fuente y valor de los recursos. 

5. Estado del proyecto. 

6. Capacidad instalada. 

7. Número y tipo de beneficiarios. 

8. Ahorro energético estimado y obtenido. 

9. Reducción estimada de emisiones. 

10. Estado de operación y mantenimiento de los activos. 

11. Apropiaciones, compromisos, obligaciones y pagos, cuando corresponda. 

La publicación de información deberá respetar las normas sobre protección de datos 
personales, reserva legal y seguridad de la infraestructura energética. 

Artículo 26. Rendición de cuentas. El Ministerio de Minas y Energía presentará 
anualmente a las comisiones quintas constitucionales permanentes del Congreso de la 
República un informe sobre la implementación de la Estrategia Regional Caribe Solar. 

El informe deberá incluir los avances físicos y financieros, la distribución territorial de 
los recursos, los proyectos terminados y en ejecución, los beneficiarios, la capacidad 
instalada, los ahorros obtenidos, las dificultades identificadas y las medidas adoptadas 
para evitar duplicidad de inversiones. 

Artículo 27. Evaluación. El Gobierno nacional podrá realizar evaluaciones 
periódicas de resultados e impacto de la Estrategia, directamente o mediante 
entidades técnicas, académicas o de investigación. 

Las evaluaciones deberán considerar los efectos sobre pobreza energética, costo del 
servicio, calidad y continuidad, prestación de servicios públicos esenciales, 
productividad, empleo, emisiones y sostenibilidad de los activos. 
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CAPÍTULO VI​
FINANCIACIÓN Y SOSTENIBILIDAD 

Artículo 28. Fuentes de financiación. Para la implementación de la Estrategia 
Regional Caribe Solar podrán concurrir, de acuerdo con las normas aplicables, las 
siguientes fuentes: 

1. Apropiaciones del Presupuesto General de la Nación. 

2. Recursos administrados por FENOGE. 

3. Recursos de FONENERGÍA, cuando legalmente corresponda. 

4. Recursos del Sistema General de Regalías aprobados conforme a su régimen 
constitucional y legal. 

5. Recursos de departamentos, distritos y municipios. 

6. Recursos de empresas públicas y sociedades de economía mixta. 

7. Cooperación internacional. 

8. Recursos de organismos multilaterales. 

9. Aportes y alianzas con el sector privado. 

10. Donaciones y demás fuentes legalmente autorizadas. 

La presente ley no crea una renta de destinación específica ni ordena apropiaciones 
automáticas. 

Artículo 29. Sostenibilidad fiscal. La implementación de la presente ley será 
progresiva y estará sujeta a las disponibilidades presupuestales, al Marco Fiscal de 
Mediano Plazo, al Marco de Gasto de Mediano Plazo, a los instrumentos de planeación 
y a las apropiaciones autorizadas en cada vigencia. 

La presente ley no ordena apropiaciones determinadas ni crea por sí misma 
obligaciones de gasto a cargo de la Nación o de las entidades territoriales. Cuando la 
ejecución de una medida implique gasto público, este deberá surtir los procedimientos 
de programación, apropiación, viabilización, contratación y ejecución previstos en el 
ordenamiento jurídico. 

En los casos en que resulte exigible, durante el trámite legislativo deberán observarse 
las reglas de análisis de impacto fiscal previstas en el artículo 7 de la Ley 819 de 2003. 

Las entidades competentes podrán incorporar las acciones previstas en esta ley dentro 
de sus planes, programas y proyectos de inversión, de acuerdo con sus competencias y 
sin afectar la financiación de obligaciones previamente adquiridas. 
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Artículo 30. Sostenibilidad técnica y operativa. Todo proyecto financiado en el 
marco de Caribe Solar deberá definir, antes de iniciar su ejecución: 

1. Titularidad y destinación de los activos. 

2. Responsable de la administración, operación y mantenimiento. 

3. Fuente de financiación de los gastos recurrentes. 

4. Garantías y reposición de equipos. 

5. Gestión de paneles, baterías y demás componentes al finalizar su vida útil. 

6. Indicadores de disponibilidad y desempeño. 

7. Mecanismos de participación y atención de los beneficiarios. 

Para los activos financiados mediante el Programa Colombia Solar se aplicarán las 
reglas de propiedad, administración, operación, mantenimiento y sostenibilidad 
previstas en su normativa especial. 

Artículo 31. Autonomía territorial. La presente ley no afecta la autonomía de las 
entidades territoriales ni las obliga a destinar recursos propios a la Estrategia Regional 
Caribe Solar. 

Su participación se realizará mediante convenios, contratos, esquemas de 
cofinanciación u otros instrumentos legalmente autorizados. 

Artículo 32. Reglamentación. El Gobierno nacional reglamentará la presente ley 
dentro de los doce meses siguientes a su promulgación. 

La reglamentación deberá garantizar la articulación con Colombia Solar, las 
comunidades energéticas, los instrumentos de financiación existentes y las 
competencias de las autoridades nacionales y territoriales. 

Artículo 33. Régimen de transición. Los proyectos solares que se encuentren 
estructurados, contratados o en ejecución en la Región Caribe a la entrada en vigencia 
de la presente ley continuarán rigiéndose por las normas, contratos y fuentes de 
financiación que les sean aplicables. 

Estos proyectos podrán incorporarse al seguimiento y a las metas indicativas de Caribe 
Solar, siempre que no se alteren sus condiciones contractuales ni se contabilicen 
doblemente sus recursos o beneficiarios. 
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Artículo 34. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación 
y deroga las disposiciones que le sean contrarias. 

De los honorables congresistas, 

 

 
 
JULIANA ARAY FRANCO  
Representante a la Cámara 
Departamento de Bolívar 
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PROYECTO DE LEY NÚMERO ____ DE 2026 CÁMARA 

Por medio de la cual se crea la Estrategia Regional Caribe Solar, se establecen 
medidas para la articulación territorial de la transición energética justa en la Región 

Caribe y se dictan otras disposiciones 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

1.​  Presentación y propósito de la iniciativa 

Se somete a consideración del Congreso de la República el Proyecto de Ley Caribe 
Solar, cuyo propósito es crear una estrategia regional de articulación, focalización y 
concurrencia para que las políticas nacionales de transición energética produzcan 
resultados verificables en los ocho departamentos de la Región Caribe. La iniciativa 
parte de una premisa sencilla: el potencial solar de la región debe convertirse en 
bienestar concreto para los hogares, en continuidad para los servicios públicos 
esenciales y en productividad para las comunidades y unidades económicas. 

El proyecto no crea un programa aislado ni sustituye las competencias de las 
autoridades del sector eléctrico. Organiza territorialmente instrumentos ya existentes y 
permite coordinar inversiones en autogeneración a pequeña escala, generación 
distribuida, comunidades energéticas, almacenamiento y eficiencia energética. Su 
diseño evita la duplicidad con el Programa Colombia Solar y con las fuentes públicas 
de financiación; establece criterios objetivos de priorización; exige sostenibilidad 
técnica y operativa; y crea mecanismos de información, seguimiento y rendición de 
cuentas. 

La respuesta legislativa propuesta reconoce que la transición energética no puede 
medirse únicamente por megavatios instalados. También debe evaluarse por su 
capacidad para reducir la pobreza energética, aliviar el peso de la factura en los 
ingresos familiares, sostener la operación de escuelas, hospitales y sistemas de agua, 
fortalecer actividades productivas y generar capacidades técnicas locales. 

2.​  Necesidad de una respuesta territorial para la Región Caribe 

2 . 1 Condiciones energéticas y sociales diferenciadas  

La Región Caribe reúne condiciones que justifican una intervención territorialmente 
diferenciada: altas temperaturas durante amplios periodos del año, mayores 
necesidades de refrigeración y climatización, desigualdades urbanas y rurales, 
dispersión poblacional en distintos municipios, presencia de territorios insulares y 
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étnicos, deficiencias de calidad o continuidad del servicio en algunas zonas y una 
significativa exposición de hogares y actividades productivas al costo de la energía. 

En este contexto, el consumo de energía no siempre responde a decisiones 
prescindibles. La refrigeración de alimentos y medicamentos, la climatización mínima 
de espacios educativos y asistenciales, el bombeo de agua, la conectividad y la cadena 
de frío atienden necesidades esenciales. Por ello, una política de eficiencia y 
autogeneración debe reconocer el clima, la pobreza energética, la calidad del servicio y 
la proporción del ingreso destinada al pago de la factura, sin abandonar los criterios de 
viabilidad técnica y sostenibilidad fiscal. 

La diversidad interna de la región impide aplicar una fórmula única. Las necesidades 
de una cabecera urbana no son idénticas a las de una comunidad rural dispersa, un 
municipio PDET, una isla, un territorio étnico o una unidad productiva agropecuaria. El 
proyecto responde a esa heterogeneidad mediante criterios públicos de focalización y 
componentes sectoriales que permiten orientar soluciones adecuadas a cada contexto. 

2 . 2 Potencial solar y oportunidad de desarrollo 

La disponibilidad del recurso solar constituye una oportunidad para acercar la 
generación a los lugares de consumo y reducir la exposición de los usuarios a costos 
evitables de la red, siempre que los proyectos cuenten con diseños adecuados, 
conexión cuando corresponda, almacenamiento o respaldo cuando sea necesario y 
esquemas claros de operación y mantenimiento. El aprovechamiento del sol no es, por 
sí solo, una política pública: requiere planeación, selección transparente, coordinación 
sectorial y sostenibilidad durante toda la vida útil de los equipos. 

Caribe Solar busca transformar esa ventaja natural en infraestructura social y 
productiva. Una solución fotovoltaica en una escuela puede apoyar la conectividad, la 
alimentación escolar y la climatización eficiente; en un centro de salud puede respaldar 
la conservación de vacunas y el funcionamiento de equipos; en un acueducto puede 
disminuir el costo del bombeo; y en una unidad productiva puede sostener la 
refrigeración, el riego, la transformación o la conservación de alimentos. 

 

2 . 3 Fragmentación de esfuerzos y riesgo de duplicidad 

Colombia cuenta con programas, fondos, reglas regulatorias y fuentes de financiación 
para promover fuentes no convencionales de energía renovable. Sin embargo, la 
existencia de instrumentos nacionales no garantiza por sí misma que las inversiones 
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confluyan de manera ordenada sobre las brechas territoriales de la Región Caribe. La 
falta de una lectura regional integrada puede producir dispersión de recursos, 
proyectos sin mantenimiento, intervenciones que no dialogan con las necesidades 
sectoriales o doble contabilización de beneficiarios y activos. 

El proyecto enfrenta ese riesgo con tres reglas: primero, Caribe Solar es 
complementaria y no paralela a Colombia Solar; segundo, toda entidad deberá verificar 
la ausencia de duplicidad antes de financiar una intervención; y tercero, cuando un 
proyecto complemente una inversión existente deberá identificar con precisión la 
fuente de cada componente, la entidad responsable, los activos involucrados y los 
resultados adicionales esperados. 

3 Objetivos de política pública 

La iniciativa persigue los siguientes objetivos de política pública: 

-​ Aprovechar de manera sostenible el potencial solar de la Región Caribe y 
acercar la generación a los centros de consumo. 

-​ Reducir la pobreza energética y las brechas territoriales en el acceso a energía 
suficiente, confiable y asequible. 

-​ Disminuir costos energéticos en hogares, infraestructura social, entidades 
públicas y unidades productivas. 

-​ Mejorar la continuidad y resiliencia energética de escuelas, hospitales, sistemas 
de agua y equipamientos comunitarios. 

-​ Impulsar proyectos comunitarios, rurales, étnicos y productivos con reglas 
transparentes de participación y distribución de beneficios. 

-​ Articular fuentes de financiación existentes sin crear una renta de destinación 
específica ni ordenar apropiaciones automáticas. 

-​ Asegurar trazabilidad, rendición de cuentas, evaluación de resultados y 
sostenibilidad de los activos durante su vida útil. 

4 Contenido y alcance del proyecto 

4 . 1 Disposiciones generales 

El capítulo primero define el objeto, la denominación, las finalidades, el ámbito 
territorial, los conceptos esenciales y los principios de interpretación. La ley se aplicará 
en Atlántico, Bolívar, Cesar, Córdoba, La Guajira, Magdalena, Sucre y el Archipiélago de 
San Andrés, Providencia y Santa Catalina. La ubicación geográfica, por sí sola, no 
genera derecho automático a financiación: la selección dependerá de criterios técnicos, 
sociales, económicos, ambientales, energéticos y territoriales. 
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Los principios de igualdad material, enfoque territorial, equidad energética, 
confiabilidad, transición justa, eficiencia, sostenibilidad ambiental, progresividad, 
sostenibilidad fiscal, coordinación, participación, transparencia y neutralidad 
tecnológica orientan la ejecución. De este modo, la prioridad otorgada a la energía 
solar no impide escoger la solución técnicamente más adecuada cuando la realidad 
territorial así lo exija. 

4 . 2 Creación y articulación de la Estrategia 

El capítulo segundo crea Caribe Solar como instrumento de política pública, no como 
nueva entidad, fondo o unidad administrativa. La coordinación queda a cargo del 
Ministerio de Minas y Energía, con apoyo técnico de la Unidad de Planeación Minero 
Energética y dentro de las competencias existentes. 

La articulación con el Programa Colombia Solar es expresa. En el componente 
residencial se respetan las reglas nacionales sobre focalización, contratación, 
propiedad, operación, mantenimiento, medición, facturación y subsidios. Los 
beneficiarios atendidos por Colombia Solar podrán reflejarse en las metas regionales, 
pero nunca como una segunda asignación de recursos o beneficios. 

4 . 3 Componentes sectoriales 

La Estrategia se estructura en ocho componentes: Hogares, Educación, Salud, Agua, 
Público, Comunidades Energéticas, Rural y Étnico, y Productivo. Esta organización 
permite que la transición energética se conecte con necesidades concretas de cada 
sector, sin trasladar competencias ni crear estructuras administrativas nuevas. 

El componente Hogares territorializa el programa nacional para usuarios residenciales 
de estratos 1, 2 y 3. Educación y Salud concentran la intervención en la continuidad y 
calidad de servicios esenciales. Agua comprende captación, bombeo, potabilización, 
almacenamiento, distribución y tratamiento. El componente Público cubre edificaciones 
y equipamientos colectivos. Comunidades Energéticas promueve participación y 
beneficios compartidos. Rural y Étnico incorpora enfoques diferenciales y consulta 
previa cuando proceda. Productivo prioriza usos como riego, cadena de frío, centros de 
acopio, transformación de alimentos, turismo comunitario y economía popular. 

4 . 4 Planeación y focalización 

El Plan Quinquenal Caribe Solar permitirá contar con un diagnóstico regional, metas 
indicativas, fuentes potenciales, indicadores y necesidades de infraestructura. Su 
carácter indicativo preserva las competencias del Gobierno y la anualidad 
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presupuestal, pues toda meta queda sujeta a viabilidad técnica, ambiental, fiscal y 
presupuestal. 

La focalización podrá considerar pobreza multidimensional y energética, costo del 
servicio frente al ingreso, temperatura, radiación solar, continuidad, ruralidad, 
pertenencia étnica, condición PDET, déficit de cobertura, impacto social y productivo, 
capacidad de mantenimiento, madurez de los proyectos y gestión ambiental al final de 
la vida útil. Las metodologías deberán ser públicas, verificables y sustentadas en 
información oficial. 

4 . 5 Seguimiento y sostenibilidad 

El proyecto prevé coordinación intersectorial mediante instancias existentes, un 
sistema público de información, informe anual a las comisiones quintas del Congreso y 
evaluaciones periódicas. La información incluirá localización, responsable, fuente y 
valor de recursos, estado, capacidad instalada, beneficiarios, ahorros, reducción de 
emisiones y situación de operación y mantenimiento. 

Cada proyecto deberá definir antes de su ejecución la titularidad de los activos, el 
responsable de administrarlos y mantenerlos, la financiación de gastos recurrentes, las 
garantías, la reposición de equipos, la gestión de paneles y baterías al final de su vida 
útil y los indicadores de desempeño. Esta exigencia busca impedir que la inversión 
pública termine en activos sin operación, sin responsable o sin recursos para su 
sostenimiento. 

 

5 Fundamento constitucional 

5 . 1 Estado social de derecho e igualdad material 

Los artículos 1, 2 y 13 de la Constitución Política obligan a las autoridades a promover 
condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y a adoptar medidas en favor de 
grupos o territorios que enfrentan condiciones de debilidad. Una estrategia regional 
basada en indicadores objetivos no constituye un privilegio territorial; es una 
herramienta de igualdad material frente a cargas climáticas, sociales, energéticas y 
geográficas diferenciadas. 

5 . 2 Ambiente sano y planificación de los recursos 

Los artículos 79 y 80 superiores reconocen el derecho a gozar de un ambiente sano e 
imponen al Estado el deber de planificar el manejo y aprovechamiento de los recursos 
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naturales para garantizar su desarrollo sostenible. La promoción de fuentes 
renovables, eficiencia energética y manejo de equipos al final de su vida útil desarrolla 
esos mandatos y evita que la transición traslade impactos ambientales al futuro. 

5. 3 Intervención del Estado y servicios públicos 

El artículo 334 atribuye al Estado la dirección general de la economía y permite su 
intervención para mejorar la calidad de vida, distribuir equitativamente oportunidades 
y preservar un ambiente sano. Los artículos 365, 366, 367 y 368 disponen que los 
servicios públicos son inherentes a la finalidad social del Estado, admiten la definición 
legal de su régimen y autorizan subsidios en los términos constitucionales. Caribe Solar 
se inserta en este marco sin alterar las competencias tarifarias o regulatorias ni 
reconocer subsidios automáticos. 

5 . 4 Autonomía territorial y coordinación 

Los artículos 287 y 288 protegen la autonomía territorial y ordenan que las 
competencias se ejerzan conforme a los principios de coordinación, concurrencia y 
subsidiariedad. El proyecto respeta estos límites: la participación de departamentos, 
distritos y municipios es voluntaria; no se les imponen apropiaciones; y su intervención 
se materializa mediante convenios, cofinanciación u otros instrumentos autorizados 
por la ley. 

 

5 . 5 Competencia del Congreso 

El Congreso está facultado por el artículo 150 de la Constitución para expedir leyes y 
definir instrumentos de política pública. La iniciativa no invade la reserva 
gubernamental porque no crea ministerios, departamentos administrativos, 
establecimientos públicos, fondos ni nuevas estructuras; tampoco decreta 
apropiaciones concretas. Establece un marco general de coordinación cuya ejecución 
corresponde al Gobierno dentro de sus competencias y disponibilidades 
presupuestales. 

5.6. Costos de la energía, condiciones climáticas y afectación de las unidades 
productivas 

La Región Caribe enfrenta condiciones energéticas y climáticas particulares: altas 
temperaturas durante amplios periodos del año, necesidades relevantes de 
refrigeración, ventilación y climatización, y exposición de hogares y actividades 
productivas a variaciones en el costo y disponibilidad de la energía. Estas condiciones 
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hacen pertinente fortalecer la eficiencia energética, la autogeneración y las soluciones 
solares cercanas al consumo. 

En las unidades productivas de pequeña escala, y particularmente en tiendas de barrio, 
la electricidad constituye un insumo esencial para refrigeradores, congeladores, 
iluminación, ventilación, conservación de alimentos y otros equipos. Por ello, una 
política regional de transición energética puede contribuir a disminuir el consumo 
proveniente de la red y a reducir la exposición de estos establecimientos a los costos 
energéticos, sin modificar las tarifas ni las competencias regulatorias. 

El escenario de El Niño 2026-2027 refuerza la necesidad de incorporar resiliencia y 
eficiencia. La CREG adoptó medidas transitorias para asegurar el abastecimiento de 
energía eléctrica ante este fenómeno y reportó en septiembre de 2026 la persistencia 
de condiciones de El Niño, junto con un contexto de alta demanda y presión sobre el 
mercado mayorista. La estrategia propuesta actúa de manera complementaria: 
promueve soluciones que reduzcan demanda de red y mejoren la capacidad de 
respuesta de usuarios y unidades productivas, sin sustituir las funciones regulatorias y 
de operación del sistema. 

La exposición de motivos debe evitar afirmar, como hecho absoluto, que la Región 
Caribe tiene permanentemente las tarifas más altas del país. Es jurídicamente y 
técnicamente más preciso señalar que la región ha enfrentado costos energéticos 
elevados y una carga energética significativa, y que el proyecto busca reducir la 
exposición de hogares y pequeñas unidades productivas a esos costos mediante 
eficiencia, autogeneración, almacenamiento cuando sea pertinente y generación 
distribuida. 

6. Marco legal y regulatorio 

La propuesta se integra, entre otras, con las siguientes disposiciones: 

Ley 142 de 1994, régimen de los servicios públicos domiciliarios, especialmente en lo 
relativo a prestación, usuarios, subsidios, control y competencias sectoriales. 

Ley 143 de 1994, régimen de generación, interconexión, transmisión, distribución y 
comercialización de electricidad. 

Ley 1715 de 2014, modificada y adicionada por la Ley 2099 de 2021, sobre integración 
de fuentes no convencionales de energía, gestión eficiente de la energía y transición 
energética. 

Ley 1931 de 2018 y Ley 2169 de 2021, en materia de gestión del cambio climático y 
acción climática. 
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Ley 819 de 2003, particularmente las reglas sobre análisis de impacto fiscal de las 
iniciativas legislativas. 

Decreto 111 de 1996, Estatuto Orgánico del Presupuesto, y demás reglas de 
programación, apropiación y ejecución del gasto público. 

Decreto 0972 de 2025 y reglamentación del Programa Colombia Solar, incluida la 
Resolución 40159 de 2026 y sus modificaciones, adiciones o sustituciones. 

Regulación expedida por la Comisión de Regulación de Energía y Gas sobre 
autogeneración, generación distribuida, conexión, medición, entrega de excedentes y 
comunidades energéticas. 

La remisión a las normas que modifiquen, adicionen o sustituyan estos instrumentos 
permite que la ley conserve coherencia ante cambios regulatorios. El artículo sobre 
competencias regulatorias confirma que la iniciativa no sustituye a la CREG, a la 
Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, a la UPME ni a las demás 
autoridades del sector. 

7. Constitucionalidad de la focalización regional 

El trato territorial diferenciado es constitucional cuando persigue una finalidad legítima, 
utiliza criterios objetivos y resulta adecuado para superar desigualdades reales. Caribe 
Solar cumple esas condiciones: busca igualdad material, acceso asequible a energía, 
continuidad de servicios esenciales y desarrollo sostenible; utiliza indicadores públicos 
y verificables; y no excluye ni reduce los programas nacionales aplicables a otras 
regiones. 

La iniciativa tampoco otorga un beneficio automático a toda persona por residir en la 
Región Caribe. Los proyectos deben superar evaluaciones técnicas, ambientales, 
financieras y operativas. Esta regla preserva la igualdad, impide asignaciones 
arbitrarias y concentra la acción estatal en las necesidades y proyectos con mayor 
impacto y posibilidad de ejecución. 

8. Impacto fiscal 

En cumplimiento del artículo 7 de la Ley 819 de 2003, debe señalarse que el proyecto 
no crea una renta de destinación específica, no establece una apropiación automática, 
no fija un monto obligatorio de gasto y no crea una entidad, fondo o planta de 
personal. Las expresiones utilizadas son de autorización, articulación, promoción y 
concurrencia, y su ejecución queda subordinada al Marco Fiscal de Mediano Plazo, al 
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Marco de Gasto de Mediano Plazo, a los planes de desarrollo y a las apropiaciones 
aprobadas en cada vigencia. 

Las fuentes previstas son potenciales y solo podrán utilizarse conforme a su régimen 
legal. La inclusión del Presupuesto General de la Nación, FENOGE, FONENERGÍA, el 
Sistema General de Regalías, recursos territoriales, cooperación, organismos 
multilaterales y alianzas no altera su destinación ni reemplaza los procedimientos de 
formulación, viabilización, aprobación y contratación. 

La estrategia puede generar eficiencias fiscales y económicas al coordinar inversiones, 
prevenir duplicidades, disminuir consumo de la red en infraestructura pública y exigir 
sostenibilidad de los activos. Sin embargo, esos beneficios deberán medirse proyecto 
por proyecto y no se presentan como ingresos ciertos. La decisión anual sobre recursos 
seguirá correspondiendo a las autoridades competentes dentro del ciclo presupuestal. 

9. Enfoques diferenciales participación y consulta previa 

La Región Caribe alberga pueblos indígenas y comunidades negras, afrocolombianas, 
raizales y palenqueras cuya autonomía, identidad y formas organizativas deben ser 
respetadas. Por ello, el componente Rural y Étnico incorpora enfoques diferenciales y 
ordena garantizar la consulta previa cuando se configuren los presupuestos 
constitucionales y legales para su realización. 

La ley propuesta tiene alcance general y no adopta por sí misma una medida particular 
sobre un pueblo o territorio determinado. En todo caso, durante el trámite legislativo y 
la reglamentación deberá evaluarse, con las autoridades competentes, si alguna 
disposición o medida concreta activa el deber de consulta. En la etapa de proyectos, la 
consulta deberá adelantarse cuando exista afectación directa, sin que la mención 
general de participación pueda sustituirla. 

La participación comunitaria también constituye una condición de sostenibilidad. Los 
beneficiarios podrán intervenir en la identificación, formulación, ejecución y 
seguimiento, y los proyectos comunitarios deberán establecer reglas transparentes de 
administración y distribución de beneficios. 

10. Conflicto de intereses 
Con base en el artículo 3º de la Ley 2003 de 2019, según el cual “El autor del proyecto y 
el ponente presentarán en el cuerpo de la exposición de motivos un acápite que 
describa las circunstancias o eventos que podrían generar un conflicto de interés para 
la discusión y votación del proyecto, de acuerdo con el artículo 286. Estos serán 
criterios guías para que los otros congresistas tomen una decisión en torno a si se 
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encuentran en una causal de impedimento, no obstante, otras causales que el 
Congresista pueda encontrar”.  

A continuación, se pondrán de presente los criterios que la Ley 2003 de 2019 
contempla para hacer el análisis frente a los posibles impedimentos que se puedan 
presentar en razón a un conflicto de interés en el ejercicio de la función congresional, 
entre ellas la legislativa.  

 

“Artículo 1º. El artículo 286 de la Ley 5 de 1992 quedará así: (…)  

a) Beneficio particular: aquel que otorga un privilegio o genera ganancias o 
crea indemnizaciones económicas o elimina obligaciones a favor del 
congresista de las que no gozan el resto de los ciudadanos. Modifique 
normas que afecten investigaciones penales, disciplinarias, fiscales o 
administrativas a las que se encuentre formalmente vinculado.  

 

b) Beneficio actual: aquel que efectivamente se configura en las 
circunstancias presentes y existentes al momento en el que el congresista 
participa de la decisión.  

c) Beneficio directo: aquel que se produzca de forma específica respecto del 
congresista, de su cónyuge, compañero o compañera permanente, o 
parientes dentro del segundo grado de consanguinidad, segundo de 
afinidad o primero civil. Para todos los efectos se entiende que no hay 
conflicto de interés en las siguientes circunstancias:  

a) Cuando el congresista participe, discuta, vote un proyecto de ley o de acto 
legislativo que otorgue beneficios o cargos de carácter general, es decir 
cuando el interés del congresista coincide o se fusione con los intereses de 
los electores.  

b) Cuando el beneficio podría o no configurarse para el congresista en el 
futuro.  

c) Cuando el congresista participe, discuta o vote artículos de proyectos de 
ley o acto legislativo de carácter particular, que establezcan sanciones o 
disminuyan beneficios, en el cual, el congresista tiene un interés particular, 
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actual y directo. El voto negativo no constituirá conflicto de interés cuando 
mantiene la normatividad vigente.  

d) Cuando el congresista participe, discuta o vote artículos de proyectos de 
ley o acto legislativo de carácter particular, que regula un sector económico 
en el cual el congresista tiene un interés particular, actual y directo, siempre 
y cuando no genere beneficio particular, directo y actual.  

e) Cuando el congresista participe, discuta o vote artículos de proyectos de 
ley o acto legislativo que tratan sobre los sectores económicos de quienes 
fueron financiadores de su campaña siempre y cuando no genere beneficio 
particular, directo y actual para el congresista. El congresista deberá hacer 
saber por escrito que el artículo o proyecto beneficia a financiadores de su 
campaña. Dicha manifestación no requerirá discusión ni votación.  

f) Cuando el congresista participa en la elección de otros servidores públicos 
mediante el voto secreto. Se exceptúan los casos en que se presenten 
inhabilidades referidas al parentesco con los candidatos (...)”. (Subrayado y 
negrilla fuera de texto).  

De lo anterior, y de manera meramente orientativa, la iniciativa tiene carácter general, 
impersonal y abstracto. No obstante, la existencia o no de un conflicto de interés debe 
determinarse individualmente frente a las circunstancias particulares de cada 
Congresista y a las reglas vigentes al momento de la discusión y votación. 
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